CONCEPTO 840 DE 2012
(14 diciembre)

<Fuente: Archivo interno entidad emisora>

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Bogotá D.C.            
Ref. Su solicitud de concepto.(1)
Cordial saludo:

Se solicita concepto jurídico en relación con los siguientes interrogantes: 

Solamente se puede hacer reclamaciones ante ustedes por escrito y presencialmente ante la falta de respuesta a un recurso de reposición interpuesto ante una empresa prestadora?; ¿Ante ustedes qué tipo de queja debo presentar? ¿Puedo presentar mis quejas por correo electrónico ante ustedes...”.

Antes de suministrar una respuesta a sus inquietudes, es preciso advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el Artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo(2), toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la Entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

En tal virtud, tanto las preguntas como las respuestas, deben suministrarse de tal forma que puedan predicarse de cualquier asunto en circunstancias similares. En efecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado ha señalado que como regla general los conceptos que se expiden a instancia del interesado no son obligatorios, ni crean situaciones jurídicas particulares.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(3) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(4), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(5) esta Superintendencia no puede exigir que los actos o contratos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación, ya que el ámbito de su competencia en relación con éstos, se contrae de manera exclusiva a vigilar y controlar el cumplimiento de aquellos que se celebren entre las empresas y los usuarios (artículo 79.2(6) de la ley 142 de 1994). Lo contrario podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.
Efectuadas las anteriores precisiones, esta Oficina se pronuncia de manera general sobre el tema consultado, en los siguientes términos:
Los usuarios de los servicios públicos, tienen derecho a presentar peticiones, quejas y recursos, no solamente de forma verbal y escrita, sino que además pueden hacerlo por internet a través de correo electrónico, vía fax o enviando el escrito por correo certificado, ya que la ley no condicionó el trámite de estas solicitudes a la radicación directa por el interesado, ya sea en sede de la empresa o ante la Superintendencia.

Par el caso de la presentación de peticiones, quejas o recursos ante la Superintendencia de Servicios Públicos, estas pueden presentarse en el sitio web: www.superservicios.gov.co y el correo electrónico: sspd@superservicios.gov.co. 

Esta obligación legal se encuentra igualmente contemplada en el artículo 76 de la Ley 1474 de 2011 (Estatuto Anticorrupción), que dispone: “En toda entidad pública, deberá existir por lo menos una dependencia encargada de recibir, tramitar y resolver las quejas, sugerencias y reclamos que los ciudadanos formulen, y que se relacionen con el cumplimiento de la misión de la entidad. (…) En la página web principal de toda entidad pública, deberá existir un link de quejas, sugerencias y reclamos de fácil acceso para que los ciudadanos realicen sus comentarios...”.
Así mismo, el artículo 37 del Decreto Ley 019 de 2012, señala que las Superintendencias deben recomendar a sus vigilados, entre otros, el uso de tecnologías de la información y la facilitación de trámites a través de sistemas no presenciales, recomendaciones que por obvias razones, debe igualmente adoptar la entidad que ejerce las funciones de inspección, vigilancia y control.

Ahora bien, en cuanto se refiere a la falta de respuesta a un recurso de reposición interpuesto ante una empresa prestadora de servicios públicos, es preciso traer a colación el contenido del artículo 158 de la Ley 142 de 1994, subrogado por el artículo 123 del Decreto 2150 de 1995 que señala:

“Artículo 158. Del Término para Responder el Recurso. De conformidad con lo establecido en el artículo 158 de la Ley 142 de 1994, toda entidad o persona vigilada por la Superintendencia de Servicios Públicos, prestadora de los servicios públicos domiciliarios de que trata la citada ley, tiene la obligación de resolver las peticiones, quejas y recursos que presenten los suscriptores o usuarios en desarrollo de la ejecución del contrato de servicios públicos, dentro del término de quince (15) días hábiles, contados a partir de la fecha de su presentación.
Pasado ese término, salvo que se demuestre que el suscriptor o usuario auspició la demora o que se requirió la práctica de pruebas, se entenderá que la petición, queja o recurso ha sido resuelto en forma favorable. Dentro de las 72 horas siguientes al vencimiento del término de los 15 días hábiles, la entidad prestadora del servicio público domiciliario reconocerá al suscriptor o usuario los efectos del silencio administrativo positivo. Si no lo hiciere, el peticionario podrá solicitar de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, la imposición de las sanciones a que haya lugar conforme a la ley, sin perjuicio de que ella adopte las decisiones que resulten pertinentes para hacer efectiva la ejecutoriedad del acto administrativo presunto.
PARÁGRAFO. Para los efectos del presente capítulo, se entiende que la expresión genérica de 'petición', comprende las peticiones en interés particular, así como las quejas y los recursos que presente un suscriptor o usuario”.
De conformidad con lo señalado en la disposición referida, es claro que la empresa prestadora se encuentra obligada a resolver el recurso de reposición interpuesto, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a su interposición, ya que lo contrario hace presumir que el mismo se resuelve en forma favorable al peticionario. Vale señalar que con relación a este término legal, la ley consagró dos excepciones, las cuales se presentan cuando es necesario decretar la práctica de pruebas o cuando la demora se debe a conductas auspiciadas por el peticionario, situaciones que lógicamente deben ser demostradas, en caso de que se presente una controversia en torno a esta situación. 

Es importante precisar de igual forma, que cuando la práctica de pruebas ocasiona la extensión del plazo legal establecido para resolver el recurso, es necesario que la empresa prestadora le informe al peticionario de tal situación, pues lo contrario da lugar a la ocurrencia del silencio positivo que expresamente señala la norma, el cual además debe ser reconocido dentro del término establecido por la norma en mención, so pena de incurrir en las sanciones establecidas legalmente, si a ello hay lugar.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: www.superservicios.gov.co/basedoc/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios y en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente, 

MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica

Proyectó: Yolanda Rodríguez Guerrero – Abogada Asesora Oficina Asesora Jurídica.

Revisó: María del Carmen Santana – Coordinadora Grupo de Conceptos.

NOTAS AL FINAL:
1. Radicado 20125290578992 
Tema: PETICIONES QUEJAS Y RECLAMOS. Forma de presentarlos. 
2. Ley 1437 de 2011.
3. PARÁGRAFO PRIMERO: En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado a visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite. .
4. “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”.
5. “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994”.
6. 79.2. Vigilar y controlar el cumplimiento de los contratos entre las empresas de servicios públicos y los usuarios, y apoyar las labores que en este mismo sentido desarrollan los “comités municipales de desarrollo y control social de los servicios públicos domiciliarios” y sancionar sus violaciones.
